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Sánchez Ramos, Juez Ponente. 
 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 21 de abril de 2021. 

Luego del correspondiente juicio, el Tribunal de Primera 

Instancia (“TPI”) declaró con lugar una reclamación (por vía de 

reconvención) por daños sufridos como consecuencia de los intentos 

de cobro a los reclamantes de una deuda con garantía hipotecaria.  

Según se explica en detalle a continuación, a la luz de la regla 

general sobre la improcedencia de acciones de daños derivadas de 

la presentación de una acción civil, concluimos que erró el TPI al 

concluir que son recobrables los daños sufridos como consecuencia 

de la presentación y trámite del caso civil de referencia. 

I. 

El 14 de octubre de 2010, Citimortgage, Inc. (el “Banco” o 

"Citimortgage") presentó la acción de referencia, sobre cobro de 

dinero y ejecución de hipoteca (la “Demanda”), en contra del Sr. 

Melvin Rosario Rodríguez (el “Deudor”) y la Sra. Jeannette Vázquez 

Rodríguez (la “Deudora”), por sí y en representación de la sociedad 

legal de bienes gananciales compuesta entre ellos (los “Deudores”).  
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Citimortgage alegó ser el tenedor de un pagaré otorgado el 31 de 

agosto de 1993 a favor de Levitt Mortgage Corp., el cual estaba 

garantizado por un inmueble propiedad de los Deudores (la 

“Propiedad”).  El Banco alegó que los Deudores habían incumplido 

con el pago de la deuda garantizada, y que el principal de la misma 

ascendía a $60,472.62.  Además, se alegó que los intentos por 

cobrar la deuda resultaron infructuosos, por lo que se había 

declarado la misma como vencida y exigible.  

Los Deudores contestaron la Demanda y presentaron una 

reconvención; plantearon, entre otras cosas, que no se les había 

notificado del incumplimiento con el pago de la deuda ni se les había 

apercibido de que se aceleraría el vencimiento de la misma si estos 

no cumplían.  También alegaron haber intentado en múltiples 

ocasiones hacer pagos, pero que ello no había sido posible por 

acciones imputables al Banco.  Los Deudores sostuvieron que el 

Banco había incurrido en la práctica conocida como “predatory 

lending” y se había dado a la tarea de repetidamente llamar a los 

Deudores todos los días de la semana para cobrarles la deuda, lo 

que les ocasionó mucha angustia.  Así pues, alegaron que, ante la 

posibilidad de perder su hogar como consecuencia de la Demanda, 

habían sufrido daños a su buen nombre, además de daños 

emocionales y matrimoniales. 

Por su parte, Citimortgage informó que unas escrituras 

relacionadas con la Propiedad, y con la hipoteca en controversia, 

habían sido presentadas en el Registro de la Propiedad el 10 de junio 

de 2011.  A raíz de ello, los Deudores enmendaron su contestación 

a la Demanda así como su reconvención.   

El 15 de enero de 2015, el TPI emitió una Sentencia Parcial (la 

“Determinación”), mediante la cual, por la vía sumaria, declaró sin 

lugar la Demanda y con lugar la reconvención, ello al haber 

concluido, en lo pertinente, que el Banco había sido negligente.  No 
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obstante, el TPI expresamente pospuso lo relacionado con la 

valoración de los daños a raíz de la supuesta negligencia del Banco, 

ello pues el récord no le permitía adjudicar al respecto en esa etapa 

del caso.1  El Banco apeló la Determinación mediante el 

correspondiente recurso (la “Apelación Anterior”) y este Tribunal 

confirmó la decisión del TPI de declarar sin lugar la Demanda por la 

vía sumaria.  Véase Sentencia de 28 de octubre de 2016, 

KLAN201501329 (la “Sentencia Anterior”).  

Luego de varios trámites procesales, se celebró ante el TPI una 

vista evidenciaria sobre daños; en la misma, se ofreció el testimonio 

de los Deudores, del Dr. Juan Rodríguez Rivera (el “reumatólogo”) y 

del Dr. José Franceschini Carlo (el “Psiquiatra”).  

El 10 de abril de 2019, el TPI notificó una Sentencia (la 

“Sentencia”), mediante la cual determinó que las actuaciones del 

Banco ocasionaron que los Deudores sufrieran daños físicos, 

emocionales, y económicos.  En específico, el TPI condenó al Banco 

a satisfacer las siguientes partidas:    

• $182,142.00 para la Deudora por su condición de 
depresión mayor, severa y moderada;  
 

• $118,000.00 para la Deudora por su condición de 
fibromialgia; 
 

• $210,000.00 para la Deudora por su total incapacidad; 
 

• $80,000.00 para la Deudora por la pérdida de afecto, amor, 
deterioro de relaciones familiares y de pareja, y pérdida de 

consorcio;  
 

• $38,000.00 al Deudor por sus angustias mentales;  
 

• $80,000.00 al Deudor por sus angustias mentales al ver la 
condición en la que se encuentra la Deudora;  

 

• $90,000.00 al Deudor por el menoscabo en su capacidad 
de obtener dinero;  
 

• $350,000.00 a los Deudores por el menoscabo en su 
capacidad de generar ingresos por los pasados 7 años;  

 
1 Al respecto, en la Determinación, el TPI concluyó que los “hechos ampliamente 
sostienen y apoyan la reclamación de la reconvención de los demandados en 

contra [del Banco], solamente restando por adjudicar los daños reclamados en la 

Reconvención.” 
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• $20,000 para el Deudor y $10,000.00 para la Deudora por 
el patrón de acoso de Citimortgage para el cobro de la 
deuda; 

 

• $84,000.00, más los intereses a 7.125% anual desde el 31 
de agosto de 1993, a los Deudores por enriquecimiento 
injusto; y 

 

• $7,452.00 a los Deudores como reembolso por concepto de 
pago de una póliza hazard para la Propiedad. 

 

El TPI también determinó que Citimortgage había actuado 

temerariamente, por lo que le impuso el pago de $10,000.00 por 

concepto de honorarios, más costas y el pago de interés legal del 

4.5% anual desde la presentación de la reconvención.  

El 10 de mayo de 2019, el Banco presentó el recurso que nos 

ocupa; plantea, en esencia, que no procedían los daños concedidos.  

El Banco resaltó que no quedó demostrado el nexo causal entre su 

conducta y los daños reclamados, que la valoración realizada por el 

TPI resultaba excesiva, y que no hubo prueba alguna para sostener 

algunas de las partidas concedidas, sobre las cuales ni siquiera se 

había reclamado.  El Banco presentó la transcripción de la vista de 

daños y este Tribunal ordenó la elevación de los autos y de la prueba 

documental presentada ante el TPI.  Los Deudores presentaron sus 

respectivos alegatos en oposición al recurso instado por el Banco2.  

Resolvemos.  

II. 

 El Artículo 1802 del Código Civil3 establece que el que por 

acción u omisión cause daño a otro, mediando culpa o negligencia, 

 
2 Los Deudores solicitaron que no tomásemos en consideración una transcripción 

de una deposición del Deudor, sometida por el Banco, porque la misma no fue 

parte del récord ante el TPI.  No tenemos que adjudicar al respecto porque, al 

resolver, no tomamos en consideración, por considerarlo innecesario, dicha 
transcripción.  Además, posteriormente (el 18 de octubre de 2019 y el 19 de 

febrero de 2020), la Deudora solicitó la desestimación del recurso que nos ocupa 

por asuntos relacionados con los méritos de lo planteado en el mismo y por lo 

relacionado con la inclusión de la transcripción de la deposición del Deudor; 

igualmente lo hizo el Deudor en junio de 2020.  Por la presente, se deniegan estas 

solicitudes de desestimación. 
3 Se hará referencia al antiguo Código Civil, pues estaba vigente a la fecha de los 

hechos y adjudicación de este caso, y ninguna de las partes ha planteado que el 

mismo no aplique en este contexto. 



 
 

 
KLAN201900525    

 

5 

estará obligado a reparar el daño causado. 31 LPRA sec. 5142.  Las 

acciones bajo el Artículo 1802 proceden cuando se viola un “deber 

general de corrección en relación con los demás ciudadanos [que] es 

requisito indispensable para la convivencia social ordenada.” Ocasio 

Juarbe v. Eastern Air Lines, 125 DPR 410, 418 (1990).  Para que 

prospere una reclamación en daños y perjuicios al amparo del 

Artículo 1802, se requiere que la parte demandante pruebe los 

siguientes tres elementos: (1) un acto o una omisión culposa o 

negligente; (2) relación causal entre el acto o la omisión culposa o 

negligente y el daño ocasionado; y (3) el daño real causado al 

reclamante. López v. Porrata Doria, 169 DPR 135, 150 (2006). 

 El concepto de culpa o negligencia se refiere a “la falta de 

debido cuidado, que a la vez consiste en no anticipar y prever las 

consecuencias racionales de un acto [o la omisión de un acto] que 

una persona prudente habría de prever en las mismas 

circunstancias”. Valle v. ELA, 157 DPR 1, 18 (2002).  La negligencia 

por omisión supone la existencia de un deber jurídico cuyo 

cumplimiento hubiese evitado el daño.  En cuanto al requisito de 

relación causal, el estándar aplicable es el de causalidad adecuada; 

ésta se define como “la condición que ordinariamente produce el 

daño, según la experiencia general”. Porrata Doria, 169 DPR a la pág. 

152. 

Por otra parte, el daño se compone de todo menoscabo 

material o moral que sufre una persona en sus bienes, propiedad o 

patrimonio, por el cual otra persona ha de responder. García Pagán 

v. Shiley Caribbean, 122 DPR 193, 205-206 (1988).  Es decir, el 

menoscabo puede infligirse en los bienes vitales naturales, la 

propiedad o el patrimonio del perjudicado. Nieves Díaz v. González 

Massas, 178 DPR 820, 845 (2010).  El daño sufrido debe ser real y 

palpable, no vago o especulativo. Soto Cabral v. ELA, 138 DPR 298 

(1995). 
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 La previsibilidad que exige el ordenamiento no es de toda 

posible consecuencia de un acto u omisión sino de aquello que sea 

razonablemente previsible.  En otras palabras, el deber de anticipar 

y prever los daños no abarca todo riesgo imaginable; sólo se 

relaciona con riesgos que una persona prudente y razonable hubiese 

anticipado. Porrata Doria, 169 DPR a la pág. 171.  Una persona 

prudente y razonable es aquella que actúa con el grado de cuidado, 

diligencia, vigilancia y precaución que exigen las circunstancias. 

Nieves Díaz, 178 DPR a la pág. 844. 

 La dificultad en la evaluación de los daños es mayor con 

respecto a la compensación por angustias y sufrimientos mentales, 

pues son intangibles.  Se incluyen bajo este concepto diversas 

categorías de daños, tales como daño emocional, ansiedad, pérdida 

de afecto y otros daños similares de naturaleza intangible. B. Dobbs, 

The Law of Torts; Vol. 2, West Group. St. Paul Minn., 2001, pág. 

821.  Véase además, Antonio J. Amadeo Murga, El Valor de los 

Daños en la Responsabilidad Civil, Tomo I, Editorial Esmaco, 1997, 

págs. 220 y subsiguientes.  No basta una pena pasajera, sino que 

deben probarse sufrimientos y angustias morales profundas. Moa v. 

ELA, 100 DPR 573, 587 (1972). 

 En conexión con las cuantías concedidas en las acciones de 

daños y perjuicios, debido a que no existe un sistema mecánico que 

permita llegar a un resultado exacto con el cual todas las partes 

queden complacidas y satisfechas, los tribunales apelativos nos 

abstendremos de intervenir con la valoración de daños que haya 

realizado el foro primario —salvo cuando la cuantía concedida 

resulte ridículamente baja o exageradamente alta. Santiago 

Montañez v. Fresenius Medical, 195 DPR 476, 490-491 (2016).  Es 

norma reiterada que una valoración exagerada tiene un efecto 

punitivo ajeno a nuestro ordenamiento civil.  Paralelamente, 

“[c]onceder cuantías insuficientes por concepto de daños sufridos 
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tiene el efecto de menospreciar la responsabilidad civil a la que 

deben estar sujetas las actuaciones antijurídicas”. A.J. Amadeo 

Murga, op cit., pág. 31. 

 La valoración del daño es una difícil tarea que descansa en la 

sana discreción del juzgador guiado por su sentido de justicia. Blás 

v. Hosp. Guadalupe, 146 DPR 267, 339 (1998); Urrutia v. AAA, 103 

DPR 643, 647 (1975).  Dicho proceso de valoración es complejo 

debido a la falta de un mecanismo que permita determinar con 

exactitud la cantidad de los daños sufridos por una persona. 

Rodríguez Cancel v. AEE, 116 DPR 443, 451 (1985).   

Las cuantías otorgadas en casos anteriores sirven como punto 

de partida y referencia para pasar juicio sobre los daños concedidos 

por el TPI. Santiago Montañez, supra, pág. 491; Rodríguez Ramos v. 

Hospital Dr. Susoni, Inc., 186 DPR 889, 909-910 (2012); Herrera 

Bolívar v. Ramírez Torres, 179 DPR 774, 785 (2010).  "En todo caso, 

estas compensaciones otorgadas en casos anteriores deben 

ajustarse a su valor presente", pues deben ser atemperadas a la 

realidad económica del momento en que la compensación habrá de 

ser concedida. Santiago Montañez, supra, pág. 491; Herrera Bolívar, 

supra; Rojas v. Maldonado, 68 DPR 818 (1948).   

El tribunal tiene la obligación de especificar la jurisprudencia 

que haya usado como guía para valorar los daños al igual que el 

cómputo realizado para ajustar las cuantías de casos anteriores a 

su valor actual y el caso que se encuentren adjudicando.  "[E]s 

forzoso explicar qué casos se utilizan como referencia y cómo las 

cuantías concedidas se ajustan en esos casos anteriores al caso que 

el tribunal tiene ante su consideración." Santiago Montañez, 195 

DPR a la pág. 493.  

III. 

Como cuestión de umbral, concluimos que lo adjudicado por 

el TPI en la Determinación, en conexión con la responsabilidad del 
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Banco, no se convirtió en una decisión final y apelable hasta que se 

notificó la Sentencia.  Es decir, la decisión de declarar con lugar la 

reconvención en la Determinación constituyó un dictamen 

interlocutorio que no podía ser revisado mediante la Apelación 

Anterior, ello al haberse pospuesto la adjudicación de daños para 

una etapa posterior. 

En efecto, según establecido en Díaz v. Navieras de P.R., 118 

DPR 297, 301-302 (1987), una sentencia parcial final dictada en un 

caso de daños, en la cual se determina responsabilidad pero se 

pospone lo relacionado con la valoración de los daños (como ocurrió 

aquí en la Determinación), no resuelve de manera final la cuestión 

litigiosa, por lo que no puede apelarse de la misma y esta se reputa 

de carácter interlocutorio.  Véanse, además, Cortés Román v. ELA, 

106 DPR 504, 511 (1977); Dalmau v. Quiñones, 78 DPR 551 (1955). 

Tampoco dicho asunto (la responsabilidad del Banco por lo 

reclamado en la reconvención) podía ser revisado discrecionalmente, 

por la vía del certiorari, como parte del trámite de la Apelación 

Anterior, ello en atención a lo dispuesto en la Regla 52.1 de 

Procedimiento Civil de 2009, 32 LPRA Ap. V, R. 52.1 (“Regla 52.1”)4.  

Como resultado de la adopción de esta regla en el 2009, se eliminó 

la posibilidad, anteriormente reconocida en García v. Padró, 165 

DPR 324, 332 (2005), de revisar interlocutoriamente una 

 
4 Dicha regla dispone: 

El recurso de certiorari para revisar resoluciones u órdenes 

interlocutorias dictadas por el Tribunal de Primera Instancia, 

solamente será expedido por el Tribunal de Apelaciones cuando se 

recurra de una resolución u orden bajo las Reglas 56 y 57 de este 

apéndice o de la denegatoria de una moción de carácter dispositivo. 
No obstante, y por excepción a lo dispuesto anteriormente, el 

Tribunal de Apelaciones podrá revisar órdenes o resoluciones 

interlocutorias dictadas por el Tribunal de Primera Instancia 

cuando se recurra de decisiones sobre la admisibilidad de testigos 

de hechos o peritos esenciales, asuntos relativos a privilegios 

evidenciarios, anotaciones de rebeldía, en casos de relaciones de 
familia, en casos que revistan interés público o en cualquier otra 

situación en la cual esperar a la apelación constituiría un fracaso 

irremediable de la justicia.  
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determinación de negligencia en un caso en que, como sucedió aquí, 

se pospuso la valoración de los daños reclamados.  

Por ello, la Determinación, en lo referente a la responsabilidad 

del Banco, no podía considerarse final, ni revisable o apelable, hasta 

que el TPI no resolviera el asunto de la estimación de los daños 

supuestamente sufridos por los Deudores, lo cual no ocurrió hasta 

que se emitió la Sentencia.  Aunque, en el proceso de confirmar la 

decisión de desestimar la Demanda, este Tribunal, de forma breve e 

incidental, hizo referencia al anuncio del TPI a los efectos de que 

procedía declarar con lugar la reconvención5, ello no tiene 

pertinencia al resolver el recurso que nos ocupa, pues dicho asunto 

no se encontraba ante la consideración de este Tribunal, ni este 

Tribunal deliberadamente asumió (erróneamente o no) jurisdicción 

sobre el mismo.  En efecto, según arriba reseñado, la norma es clara 

a los efectos de que una determinación sobre responsabilidad 

(liability) en un caso de daños no es final, ni revisable (por vía de 

apelación o auto de certiorari), hasta que se adjudica lo relacionado 

con los daños, lo cual no ocurrió hasta que se emitió la Sentencia 

que hoy revisamos. 

Tampoco estamos aquí atados por la doctrina de la ley del 

caso, pues, en la Sentencia Anterior, este Tribunal no reconoció, ni 

mucho menos adjudicó expresamente, el asunto jurisdiccional que 

le impedía pasar juicio sobre la parte de la Determinación 

relacionada con la reconvención.  Ciertamente, de conformidad con 

la doctrina de la ley del caso, “las controversias sometidas, litigadas 

y decididas por un tribunal dentro de una causa deben usualmente 

 
5 Lo relacionado con la reconvención, en la Sentencia Anterior, se limitó a una 

oración (págs. 22-23 de la Sentencia Anterior): “Además, las actuaciones del 

apelante, evidenciadas en los documentos examinados por el TPI, provocaron que 

la causa de acción invocada en la Reconvención interpuesta quedara probada.”  

De forma alguna puede considerarse dicha oración como un dictamen 
confirmatorio de la responsabilidad del Banco por lo reclamado en la 

reconvención, particularmente ante el hecho de que este Tribunal no tenía 

jurisdicción sobre dicho asunto; más bien, se trata de dicta, pues el asunto no 

incidía sobre las controversias que sí estaba ante la consideración del Tribunal. 
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respetarse como finales” para que las partes puedan continuar el 

pleito conforme a determinaciones judiciales confiables y certeras. 

Mgmt. Adm. Servs. Corp. v. ELA, 152 DPR 599, 606-609 (2000).     

No obstante, esta doctrina no constituye un “mandato 

invariable o inflexible”, sino que “recoge una costumbre deseable: 

las controversias sometidas, litigadas y decididas por un tribunal … 

deben usualmente respetarse como finales.”  Mgmt. Adm. Servs. 

Corp., 152 DPR a la pág. 607.  Es decir, la doctrina no constituye un 

“límite al poder de los tribunales”.  Mgmt. Adm. Servs. Corp., 152 

DPR a la pág. 608.  La doctrina está “al servicio de la justicia, no la 

injusticia; no es férrea ni de aplicación absoluta”.  Íd. (citando 

Noriega v. Gobernador, 130 DPR 919, 931 (1992)).  Cuando la 

aplicación inflexible de dicha doctrina pueda causar una gran 

injusticia, o el tribunal quede convencido de que sus 

pronunciamientos fueron erróneos, se puede re-visitar lo 

anteriormente adjudicado. Mgmt. Adm. Servs. Corp., 152 DPR a la 

pág. 608. 

En este caso, dada la patente ausencia de jurisdicción de este 

Tribunal, en la Apelación Anterior, para revisar, por vía de apelación 

o certiorari, la parte de la Determinación relacionada con la 

reconvención, y particularmente dado que dicho asunto ni siquiera 

fue reconocido o abordado en la Sentencia Anterior, estamos 

facultados para revisar todos los aspectos relacionados con la 

adjudicación por el TPI de la reconvención, según recogidos en la 

Determinación y la Sentencia. 

IV. 

Concluimos que erró el TPI al reconocer como compensables 

los daños sufridos a raíz de la presentación de la Demanda.  

Veamos. 

La norma en Puerto Rico es que no existe una acción civil de 

daños y perjuicios por persecución maliciosa como consecuencia de 
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un pleito civil. Jiménez Álvarez v. Silén Maldonado, 131 DPR 91, 96 

(1992).  Ello se ha permitido solamente a modo de excepción, cuando 

los hechos del caso civil involucren circunstancias extremas donde 

se incurre en un deliberado acoso a un demandante con acciones 

legales injustificadas que fueron presentadas maliciosamente. Íd.  

La parte que alega ha ocurrido una persecución maliciosa en el 

ámbito civil tiene la obligación de demostrar que la otra parte 

interpuso el trámite judicial de mala fe, a sabiendas de que era 

injustificado, y con el único propósito de ocasionarle daños. 

Fonseca v. Oyola, 77 DPR 525, 528-529 (1954); Raldiris v. Levitt & 

Sons of P.R., Inc., 103 DPR 778 (1975). 

En vez, de incurrirse en el uso indebido de procedimientos 

legales, como resultado de actuaciones negligentes, tal conducta 

únicamente da pie a una condena de costas y honorarios de abogado 

y, cuando proceda, intereses legales por temeridad. Jiménez Álvarez, 

131 DPR a la pág. 97.   

En este caso, el hecho de que el Banco no hubiese prevalecido 

en la Demanda, ni por sí solo, ni evaluado junto a la totalidad de la 

prueba en el récord, es suficiente para concluir que el Banco 

presentó la Demanda de forma maliciosa y con único propósito de 

ocasionarle daños a los Deudores.  El que la ejecución de la hipoteca 

no se hubiese podido obtener al presentarse la Demanda tampoco 

es suficiente para concluir que el Banco actuó de forma maliciosa, 

particularmente al considerarse que ello no impedía que se 

reclamase el cobro de la deuda. 

En fin, el récord está completamente huérfano de prueba que 

le pudiese permitir al TPI concluir que se configuró aquí una 

excepción a la norma general que impide imponer responsabilidad 

por daños por la presentación de una acción civil.  No era suficiente 

concluir que la Demanda era improcedente, ni tampoco que el Banco 

hubiese sido negligente al instar o proseguir con la misma.  Era 
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necesario concluir que existían circunstancias extremas a raíz de 

que el Banco hubiese instado la Demanda de mala fe y con el fin de 

causar daño a los Deudores.  No desfiló prueba alguna que pudiese 

apoyar tal conclusión. 

Por tanto, no son compensables los daños sufridos como 

consecuencia de la presentación de la Demanda.6  El Banco 

únicamente responde por los daños que pudiese causar a los 

Deudores a raíz de acciones u omisiones, culposas o negligentes, no 

relacionadas con la presentación de la Demanda y su litigación.   

Surge del récord, y de la propia Sentencia, que prácticamente 

todos los daños concedidos por el TPI surgieron a raíz de la 

presentación y trámite de la Demanda.  En efecto, en cuanto a los 

daños sufridos por la Deudora, el Psiquiatra ató las condiciones de 

ansiedad generalizada y depresión mayor-moderada, padecidas por 

la Deudora, a la presentación de la Demanda.  En efecto, como parte 

de su informe, el Psiquiatra puntualizó que la Deudora estaba 

“continuamente preocupada con todo lo que le ha pasado desde que 

el caso de ejecución comenzó”.7  También señaló que la Deudora 

dejó de trabajar con su esposo en el año 20118 -- entiéndase, luego 

de la presentación de la Demanda.  Además, el informe del 

Psiquiatra enfatizó que todos los padecimientos de la Deudora, 

incluyendo los anteriormente descritos, problemas con su familia y 

sentimientos de aislamiento, “se lo atribuye a su caso de ejecución.”9 

 
6 Aun partiendo de la (errónea) premisa de que sí se configuró la causa de acción 

por persecución maliciosa, de todas maneras, hubiésemos tenido que eliminar 

gran parte de las partidas concedidas por el TPI por no estar sostenidas por la 

prueba.  A modo de ejemplo, el Deudor no demostró cómo exactamente él fue 

afectado en su negocio por los efectos de la Demanda en su crédito. Aunque el 

Deudor alegó que se vio impedido de pedir dinero prestado, este no presentó 
documentación alguna acreditativa de ello, ni tampoco presentó prueba que 

permitiese concluir que la supuesta falta de acceso a crédito fue la causa de una 

merma en los ingresos de su negocio.  En vez, el Deudor hizo alusión a un cálculo 

mental de pérdida económica, lo cual no constituye prueba suficiente para poder 

demostrar la existencia de un daño especial como lo es la pérdida económica y el 
menoscabo de la capacidad para generar ingresos.  
7 Apéndice del recurso, a la pág. 125 (énfasis suplido).  
8 Íd.; Transcripción de la Prueba Oral (“TPO”), a las págs. 75-76.  
9 Apéndice del recurso, a la pág. 126. 
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Asimismo, estableció que los problemas físicos y mentales de la 

Deudora “son producto directo del estrés por lo cual ella y su familia 

han pasado desde que comenzó este caso legal […]”.10  A su vez, 

la propia Deudora declaró que su condición de fibromialgia fue 

ocasionada con la presentación de la Demanda.11  

En cuanto a los daños sufridos por el Deudor, parte de sus 

angustias mentales surgen a raíz del decaimiento en el estado de 

salud de su esposa.  Por otro lado, sus daños económicos constan 

mayormente del efecto que la presentación de la Demanda tuvo 

sobre su crédito, ya que alegó que le cancelaron unas tarjetas y 

líneas de crédito.  A su vez, explicó que ello le afectó su habilidad de 

costear los gastos de su oficina.12  El Deudor también declaró que 

su estado anímico afectó el funcionamiento de su oficina, donde se 

vio obligado a atender menos casos, y por tanto, recibir menos 

ingresos.13 

Los únicos daños alegados que no fluyen como resultado de 

la litigación de la Demanda consisten en la angustia que la Deudora 

sentía por estar esperando la carta de aceleración de Citimortgage, 

los inconvenientes que tanto ella como su esposo experimentaron 

intentando emitir pagos sobre la deuda, y las llamadas que recibían 

para el cobro de la misma.14  Estos daños, valorados por el TPI en 

$10,000.00 (Deudora) y $20,000.00 (Deudor), así como la 

conclusión del TPI a los efectos de que el Banco fue negligente al 

respecto, están adecuadamente sustentados por la prueba.   

Por otra parte, el TPI también erró al conceder daños por 

ciertas partidas no relacionadas ni con la presentación de la 

Demanda ni con los intentos de cobro del Banco previo al litigio.  

Veamos. 

 
10 Íd., a la pág. 127 (énfasis suplido).  
11 TPO, a las págs. 72-73. 
12 Íd., a la pág. 266. 
13 Íd., a la pág. 291. 
14 Íd., a las págs. 53, 56-57, 262. 
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Primero, contrario a lo concluido por el TPI, no procedía 

indemnizar a los Deudores por el pago de una póliza “hazard” para 

su Propiedad, o por el pago de las cuotas de mantenimiento 

relacionadas con la Propiedad.  Estos pagos realizados por los 

Deudores nada tienen que ver con actuación u omisión alguna del 

Banco.  Adviértase que el Deudor declaró que él y su esposa habían 

vivido en la Propiedad de manera ininterrumpida por espacio de 

dieciséis a diecisiete años.15 Los Deudores, al pagar un seguro para 

proteger su Propiedad, así como las correspondientes cuotas de 

mantenimiento, disfrutaron del beneficio que tales pagos conllevan 

y, más importante aún, dichos pagos de forma alguna fueron 

ocasionados por actuación culposa o negligente del Banco.  

Segundo, tampoco procedía compensar a los Deudores por la 

retención por el Banco de dinero para cancelar un gravamen de la 

Propiedad.  Del récord claramente surge que los Deudores 

compraron la Propiedad en el 1991, mediante la otorgación de la 

Escritura Núm. 97 sobre Segregación, Liberación y Compraventa.16 

Tampoco existe controversia en cuanto a que, en el 1993, los 

Deudores otorgaron un pagaré a favor de Levitt Mortgage 

Corporation, y que el pago del pagaré fue garantizado mediante la 

otorgación de la Escritura Núm. 670 sobre Hipoteca.17 Por otro lado, 

del testimonio de la Deudora surgió que la deuda en controversia 

había sido acogida por ellos como un refinanciamiento, debido a que 

la tasa de interés había bajado.18  Además, el Deudor declaró que, 

al comprar la Propiedad en el 1991, ello se hizo a través de un 

financiamiento con una “mortgallera”, y que posteriormente hubo 

un refinanciamiento de la deuda.19 

 
15 TPO, a la pág. 297. 
16 Apéndice del recurso, a la pág. 47.  
17 Íd. 
18 TPO, a la pág. 34.  
19 Íd., a las págs. 300-301. 
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En vista de lo anterior, surge claramente del récord que, en 

efecto, existía un gravamen preferente al refinanciarse la Propiedad 

en el 1993, y que la partida de $78,518.42, que los Deudores 

sostienen fue retenida por Citimortgage durante el proceso de 

refinanciamiento, fue apropiadamente utilizado para la cancelación 

de dicho gravamen.  Adviértase, además, que, como consecuencia 

de la Determinación, el Banco devolvió a los Deudores el pagaré en 

controversia, a pesar de que quedaba pendiente la suma principal 

de $60,472.62.20  Por tanto, es claramente errónea la conclusión del 

TPI de que el Banco se había enriquecido injustamente a costa de 

los Deudores.  

A la luz de las conclusiones a las cuales hemos llegado, 

tampoco procedía que el TPI concluyese que el Banco incurrió en 

temeridad.  Ello particularmente ante el hecho de que el TPI de 

forma alguna intentó sustentar esta determinación.  De hecho, aun 

si hubiésemos concluido que procedía la confirmación de la 

Sentencia, el récord no refleja que el Banco haya incurrido en 

temeridad alguna al defenderse de la reconvención de los Deudores.  

Por la misma razón, tampoco se sostiene la determinación de 

imponer el pago de intereses legales desde la presentación de la 

reconvención. 

V. 

Por los fundamentos antes expuestos, se revoca la sentencia 

apelada a los fines de eliminar todas las partidas de daños 

concedidas, excepto la de $10,000.00, concedida a la Sra. Jeannette 

Vázquez Rodríguez, y la de $20,000.00, concedida al Sr. Melvin 

Rosario Rodríguez.  Además, se revoca la concesión de honorarios 

por temeridad y la correspondiente imposición del pago de intereses 

desde la presentación de la reconvención (en vez, el pago de 

 
20 Apéndice del recurso, a la pág. 51.  
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intereses legales procede únicamente desde la notificación de la 

Sentencia).  

Lo acuerda y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

La Jueza Grana Martínez disiente con opinión escrita. 

 

                                          
       Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

                                     Secretaria del Tribunal de Apelaciones
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VOTO DISIDENTE DE LA JUEZA GRANA MARTÍNEZ 

 

 La opinión mayoritaria ha decidido que la adjudicación de 

negligencia puede ser revisada, debido a que es un dictamen 

interlocutorio y no constituye una sentencia final y firme. No 

coincido con tal determinacion. 

Citimortgage (CMI) apela de una sentencia en la que el TPI 

adjudicó a los demandados una indemnización de $1,259,594 por 

los daños que le ocasionó. No obstante, el 15 de enero de 2015, ya 

el TPI había dictado una sentencia parcial en la que desestimó la 

demanda, declaró HA LUGAR la reconvención y adjudicó la 

negligencia de Citimortgage. El foro de instancia determinó probado 

que, CMI: (1) no notificó a los apelados por correo certificado una 

comunicación declarando la aceleración y vencimiento de la deuda, 

2) se negó a recibir los pagos, a pesar de que la deuda no fue 

declarada acelerada y por consiguiente no estaba vencida, 3) 

procedió de mala fe al otorgar una carta de cancelación con fecha 

posterior a la radicación de la demanda, 4) reclamó el pago de 

partidas que no estaban contempladas en el préstamo, 5) incurrió 

en la conducta denominada predatory lending, 6) procuró la 
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inscripción de la escritura de compraventa, veinte años después de 

su otorgamiento y la inscripción de la escritura de hipoteca, 18 años 

después de su otorgamiento, 7) no procuró la subsanación de la 

Escritura Núm. 97, 8) privó a los demandados reconvenientes de su 

justo título, 9) se cruzó de brazos porque no contestó, no reaccionó 

ni solicitó dejar sin efecto las admisiones a los requerimientos, pese 

a que el tribunal le concedió un término para expresar su posición. 

El TPI dejó pendiente la adjudicación de daños y señaló una vista a 

esos efectos. 

CMI presentó el recurso de apelación KLAN201501329, en el 

que cuestionó la desestimación de la demanda y la adjudicación 

sumaria de la negligencia. 

El 28 de octubre de 2016, el Tribunal de Apelaciones dictó una 

sentencia en la que confirmó la desestimación de la demanda y la 

adjudicación sumaria de la negligencia de Citimortgage. El foro 

apelativo concluyó que CMI no pudo controvertir ninguno de los 

hechos que surgían claramente de los documentos en autos que 

prueban su negligencia. La sentencia del tribunal apelativo nunca 

fue apelada y se convirtió en final y firme. 

Nos queda claro que el Tribunal Supremo de Puerto Rico en 

García v. Padró, 165 DPR 324, 332 (2005), resolvió que “cuando un 

tribunal bifurca una acción de daños y perjuicios, y fracciona los 

elementos básicos de negligencia y daños, aunque disponga del 

primer aspecto (la negligencia), no se resuelve de forma definitiva la 

cuestión litigiosa de la cual puede apelarse. Por tal razón, el referido 

dictamen es de carácter interlocutorio [que] no es final por no ser 

aun ejecutable. U.S. Fire Ins. v. A.E.E., 151 DPR 962, 968 (2000). 

Véase, Díaz v. Navieras de PR 118 DPR 297, 301-302 (1987). En 

virtud de lo anterior, el dictamen relativo al aspecto de negligencia, 

por no ser final, no es apelable; es una resolución que solo puede 

ser revisada mediante un recurso de “certiorari” García v. Padró, 
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supra, pág. 334; U.S. Fire Ins. v. A.E.E., supra, pág. 968. Véase, Díaz 

v. Navieras de PR, supra, págs. 301-302. 

No obstante, la mayoría obvia que, en García v. Padró, supra, 

el Tribunal Supremo de Puerto Rico resolvió que el Tribunal de 

Apelaciones erró al no expedir el recurso, debido a los hechos 

particulares y a que la revisión promueve la economía procesal. 

Según el Tribunal Supremo de Puerto Rico, la revocación de la 

determinación de negligencia haría innecesaria la vista de daños, 

mientras que su confirmación pudiera promover una transacción. 

Como sabemos, la expedición de un recurso de certiorari constituye 

una sentencia. 

Aquí, el Tribunal de Apelaciones adjudicó de forma firme la 

determinación de negligencia en una sentencia que no fue apelada. 

Según la mayoría, dicho dictamen no se convirtió en final y firme 

por tratarse de un asunto interlocutorio. La mayoría parece 

cuestionar la jurisdicción del tribunal apelativo para emitir dicha 

sentencia, debido a que Citimortgage presentó un recurso de 

apelación y no un certiorari como corresponde cuando se recurre de 

una resolución interlocutoria. 

A nuestro juicio, la mayoría se equivoca. La presentación 

equivocada del recurso como una apelación no privó de jurisdicción 

al Tribunal de Apelaciones para atenderlo, ni anula la sentencia final 

y firme dictada. Al igual que en García v. Padró, supra, la parte 

contra la que el TPI adjudicó negligencia presentó equivocadamente 

un recurso de apelación. No obstante, en García v. Padró, supra, el 

tribunal apelativo atendió el recurso como un certiorari y decidió 

denegarlo. Aquí el Tribunal de Apelaciones no hizo expresión de que 

acogería el recurso como un certiorari y lo atendió como una 

apelación. Sin embargo, su dictamen tuvo el mismo efecto que 

tendría si hubiera atendido el recurso como un certiorari y lo 

hubiese expedido para confirmar la negligencia. Cuando el tribunal 
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apelativo expide un recurso de certiorari y resuelve en sus méritos 

la controversia planteada, la decisión emitida es una sentencia. Si 

la parte afectada no acude al Tribunal Supremo de Puerto Rico 

dentro de los términos establecidos, la sentencia en la que el 

Tribunal de Apelaciones expidió el recurso de certiorari y confirmó 

al TPI se convierte en final y firme y no es revisable. Por esa razón, 

la sentencia que dictó el tribunal apelativo en este caso no es 

apelable, no está sujeta a revisión y constituye la ley del caso. 

Por otro lado, entiendo que las cuantías concedidas por daños 

son excesivas y no se sostienen con la prueba. No obstante, por no 

ser parte de la opinión mayoritaria, no debo hacer un análisis en 

sus méritos de esa controversia. Por eso, únicamente quiero 

consignar que modificaría las cuantías de los daños concedidos por 

el TPI. 

En San Juan, Puerto Rico, a 21 de abril de 2021. 

 

 
 

Grace M. Grana Martínez 
Jueza del Tribunal de Apelaciones 

 


